
FAUX 

I N F O R M E PARA LA VISTA 

presentado en el asunto C-302/90 : ;" 

I. Marco jurídico del litigio principal 

1. En las disposiciones generales del Regla­
mento n° 36/63/CEE, de 2 de abril de 
1963, relativo a la Seguridad Social de los 
trabajadores fronterizos (DO 1963, 62, 
p. 1314), el Consejo: 

a) Define, a efectos de la aplicación de este 
Reglamento, la expresión «trabajador 
fronterizo» como 

«el trabajador por cuenta ajena o asimi­
lado que, si bien tiene su residencia en el 
territorio de uno de los Estados miem­
bros, al que regresa, en principio, cada 
día o, al menos, una vez por semana, 
está empleado en el territorio de otro Es­
tado miembro» [letra c) del artículo 1; 
traducción no oficial]. 

b) Precisa el ámbito de aplicación de este 
Reglamento. A tenor del apartado 1 de 
su artículo 2: 

«Las disposiciones del presente Regla­
mento se aplicarán a los trabajadores 
fronterizos que estén o hayan estado su­
jetos a la legislación de uno o de varios 
Estados miembros y que sean nacionales 
de uno de los Estados miembros, o apa­
tridas o refugiados, así como a los miem­
bros de sus familias y a sus supervivien­
tes» (traducción no oficial). 

c) Indica, en relación a su propio ámbito de 
aplicación, el del Reglamento n° 3 del 
Consejo, de 25 de septiembre de 1958, 
relativo a la Seguridad Social de los tra­
bajadores migrantes (DO 1958, 30, 
p. 561), y del Reglamento n° 4 del Con­
sejo, de 3 de diciembre de 1958, por el 
que se establecen las modalidades de 
aplicación y se completan las disposicio­
nes del Reglamento n° 3, relativo a la 
Seguridad Social de los trabajadores mi­
grantes (DO, 1958, 30, p. 597). A tenor 
del artículo 3 del Reglamento n° 36/63: 

«Las disposiciones de los Reglamentos 
n° 3 y n° 4 se aplicarán en lo relativo a 
las personas a las que sea de aplicación el 
presente Reglamento, en la medida en 
que las disposiciones de éste no dispon­
gan otra cosa.» 

En sus considerandos cuarto y quinto, la ex­
posición de motivos del Reglamento 
n° 36/63 recuerda que las disposiciones ge­
nerales de los Reglamentos n° 3 y n° 4 así 
como las que contienen, en particular, en 
materia de invalidez, serán aplicables sin ne­
cesidad de completarlas. Para la determina­
ción de la legislación aplicable así como, en 
particular, para la enfermedad, se requieren 
disposiciones especiales complementarias. 

2. Entre las disposiciones especiales del Re­
glamento n° 36/63, el apartado 1 del ar­
tículo 6 señala la institución competente 

* Lengua de procedimiento: francés. 
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para las prestaciones en metálico de enfer­
medad y maternidad. Dispone: 

«Las prestaciones en metálico que un traba­
jador fronterizo puede o podría obtener si 
residiera en el territorio del país competente 
le serán servidas por la institución compe­
tente, como si residiera en el citado territo­
rio» (traducción no oficial). 

Por lo que se refiere a las prestaciones en 
especie, el artículo 10 del Reglamento 
n° 36/63 contiene una disposición especial 
relativa a los trabajadores fronterizos que se 
hallen en paro, con arreglo a la cual: 

«El trabajador fronterizo que, con arreglo a 
las disposiciones del apartado 1 o del apar­
tado 2 del artículo 19, perciba las prestacio­
nes de desempleo previstas por la legislación 
de un Estado' miembro, tendrá derecho, du­
rante el mismo período [...] a las prestacio­
nes en especie a cargo de la institución del 
lugar de residencia. Estas prestaciones serán 
por cuenta de la institución competente del 
país que abone las prestaciones de desem­
pleo» (traducción no oficial). 

El apartado 1 del artículo 19 del citado Re­
glamento determina la institución compe­
tente para las prestaciones de desempleo to­
tal de los trabajadores fronterizos. Con 
arreglo a este artículo: 

«El trabajador fronterizo que se halle en si­
tuación de desempleo total disfrutará de las 
prestaciones con arreglo a las disposiciones 
de la legislación del Estado miembro en 
cuyo territorio resida, como si hubiera ocu­
pado su último empleo en el territorio de 

este Ľstado [...J Las prestaciones serán abo­
nadas por la institución del lugar de resi­
dencia.» 

3. El Reglamento n° 3 contempla en su ar­
tículo 17, relativo a las disposiciones parti­
culares relativas a la enfermedad, la situa­
ción de los trabajadores que, habiendo es­
tado asegurados en un Estado miembro, se 
dirigen a otro Estado miembro. Con arreglo 
al párrafo primero del apartado 1 de este ar­
tículo: 

«Los trabajadores por cuenta ajena o asimi­
lados que hayan cubierto períodos de se­
guro o períodos asimilados en virtud de la 
legislación de uno o de varios Estados 
miembros y que se dirijan al territorio de 
otro Estado miembro, tendrán derecho, 
para sí y para los miembros de su familia, a 
las prestaciones previstas por la legislación 
de este Estado miembro, en las condiciones 
siguientes : 

i) haber sido aptos para el trabajo en el 
momento de su última entrada al terri­
torio del citado Estado miembro; 

ii) haber estado sujetos al seguro obligato­
rio después de la última entrada al ci­
tado territorio; 

iii) cumplir los requisitos exigidos por la le­
gislación del citado Estado miembro, 
habida cuenta de la totalización de los 
períodos contemplada en el artículo an­
terior» (traducción no oficial). 

4. Finalmente, los apartados 1 a 3 del ar­
tículo 39 del Reglamento (CEE) 
n° 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 
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1971, relativo a la aplicación de los regíme­
nes de Seguridad Social a los trabajadores 
por cuenta ajena, a los trabajadores por 
cuenta propia y a sus familias que se despla­
zan dentro de la Comunidad, en la versión 
del Reglamento (CEE) n° 2001/83, de 2 de 
junio de 1983 (DO L 149, p. 2; EE 05/03, 
p. 53), que entró en vigor el 1 de octubre 
de 1972, contempla los requisitos para cau­
sar derecho a las prestaciones de invalidez. 
Estas disposiciones establecen lo siguiente: 

«1. La institución de un Estado miembro 
cuya legislación fuera aplicable en el mo­
mento de sobrevenir la incapacidad para el 
trabajo seguida de invalidez, determinará, 
con arreglo a lo dispuesto en tal legislación, 
si el interesado reúne las condiciones reque­
ridas para disfrutar de dichas prestaciones, 
teniendo en cuenta, cuando proceda, lo pre­
ceptuado en el artículo 38. 

2. El interesado que reúna las condiciones 
señaladas en el apartado 1, obtendrá las 
prestaciones exclusivamente de la referida 
Institución, con arreglo a lo dispuesto en la 
legislación aplicada por ella. 

3. El interesado que no reúna las condicio­
nes señaladas en el apartado 1, disfrutará de 
las prestaciones a las que aún tenga derecho 
en virtud de la legislación de otro Estado 
miembro, habida cuenta, cuando proceda, 
de lo preceptuado en el artículo 38.» 

II. Hechos y procedimiento 

5. La Sra. Desse, de nacionalidad francesa, 
trabajó en Bélgica en calidad de trabajadora 
fronteriza desde el 25 de febrero de 1957 al 
4 de diciembre de 1970, fecha de su des­
pido. 

Entre el 5 de diciembre de 1970 y el 1 de 
febrero de 1971, disfrutó de las prestaciones 
de desempleo en Francia, con arreglo al 
apartado 1 del artículo 19 del Reglamento 
n° 36/63, y cotizó al «régimen de seguro 
continuado» en Bélgica hasta el 31 de enero 
de 1971. 

Entre el 2 y el 21 de febrero de 1971, la Sra. 
Desse disfrutó de las prestaciones de enfer­
medad del organismo asegurador belga, que 
la declaró apta para el trabajo a partir del 
22 de febrero. 

Entre el 24 de febrero y el 11 de octubre de 
1971, volvió a disfrutar de las prestaciones 
de desempleo en Francia. La Caisse auxi­
liaire d'assurance maladie-invalidité (en los 
sucesivo, «CAAMI»), organismo belga, re­
conoció a la Sra. Desse incapacidad laboral 
del 12 de octubre de 1971 al 30 de septiem­
bre de 1980, fecha de su jubilación. 

Sin embargo, la CAAMI, mediante decisión 
de 11 de mayo de 1973, le denegó las pres­
taciones del seguro de enfermedad. La Sra. 
Desse recurrió contra esta decisión ante el 
tribunal du travail de Tournai, el cual, en su 
sentencia de 4 de junio de 1976, consideró 
que tenía derecho a las prestaciones por in­
capacidad laboral transitoria a partir del 12 
de octubre de 1971 y a las prestaciones por 
invalidez a partir del 12 de octubre de 1972. 

La CAAMI interpuso recurso de apelación 
contra esta sentencia ante la cour du travail 
de Mons, y el Institut national d'assurance 
maladie-invalidité (en lo sucesivo, «INAMI») 
solicitó intervenir en apoyo de las pretensio­
nes de CAAMI. 
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La Sra. Desse falleció el 1 de octubre de 
1983. Sus herederos, Napoléon y Jocelyne 
Faux reanudaron el procedimiento el 21 de 
febrero de 1989. 

6. Mediante resolución de 28 de septiembre 
de 1990, la cour du travail de Mons decidió 
suspender el procedimiento para plantear al 
Tribunal de Justicia las cuestiones prejudi­
ciales siguientes: 

«1) Una trabajadora por cuenta ajena, de 
nacionalidad francesa, residente en 
Francia y que sólo ha trabajado por 
cuenta ajena en Bélgica durante aproxi­
madamente catorce años, ¿pierde la 
condición de trabajadora fronteriza, a 
efectos de la letra c) del artículo 1 del 
Reglamento n° 36/63/CEE (condición 
que le era todavía reconocida en el mo­
mento de su despido, ocurrido el 4 de 
diciembre de 1970)? 

¿Constituye dicha pérdida de la condi­
ción de trabajadora fronteriza la conse­
cuencia de que, entre el 24 de febrero 
de 1971 y el 11 de octubre de 1971, di­
cha trabajadora se encontrara en situa­
ción de desempleo total y percibiera 
prestaciones por este concepto a cargo 
de la institución francesa del lugar de su 
residencia, en el marco del apartado 1 
del artículo 19 del Reglamento 
n° 36/63/CEE, de 2 de abril de 1963, 
mientras que, según el apartado i del 
artículo 2 y el apartado 1 del artículo 
19 de dicho Reglamento, parece que 
conserva la citada condición? 

2) ¿Tiene dicha trabajadora derecho a 
prestaciones por incapacidad laboral 
transitoria (durante un año) y por inva­
lidez después, a cargo de la institución 
belga competente, con arreglo al ar­
tículo 6 del mismo Reglamento, en caso 
de enfermedad y de incapacidad laboral 

seguida de invalidez, reconocida con­
forme a la legislación belga en materia 
de seguro de enfermedad e invalidez 
(Ley de'9 de agosto de 1963) a partir 
del 12 de octubre de 1971 y hasta la 
edad de jubilación (es decir, hasta el 30 
de septiembre de 1980)? 

3) De acuerdo con el espíritu del Regla­
mento n° 36/63 y de las disposiciones 
específicas complementarias que fue ne­
cesario adoptar (véase el quinto consi­
derando del Reglamento), el período de 
desempleo cubierto en Francia, aun 
cuando no se reconozca en este país de 
residencia como período de seguro, o 
período asimilado o período equivalente 
a un período de seguro, ¿debe conside­
rarse en Bélgica, país del empleo ante­
rior, como un período de seguro o asi­
milado a un período de seguro (espe­
cialmente, por lo que se refiere a la 
aplicación de la Ley nacional de 9 de 
agosto de 1963, en materia de seguro 
de enfermedad e invalidez: artículos 66 
a 68 y 75)? 

Debe tenerse en cuenta que la respuesta 
a esta cuestión está vinculada a lo dis­
puesto en el apartado 1 del artículo 19 
del Reglamento n° 36/63, que obliga 
implícitamente al trabajador fronterizo 
en situación de desempleo total a ejerci­
tar su derecho a las prestaciones por de­
sempleo y, por consiguiente, a inscri­
birse como solicitante de empleo en el 
país en que se halla su lugar de residen­
cia (en este caso, Francia), más que en 
el país del lugar de empleo y de suje­
ción a la Seguridad Social de los traba­
jadores asalariados y donde perdió su 
empleo. 

4. Por último, con carácter subsidiario, y 
para el caso de que se responda negati­
vamente a las tres primeras cuestiones y 
de que se aplique, en materia de seguro 
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de enfermedad-invalidez, el Regla­
mento n° 3 a partir del 1 de octubre de 
1971 y el Reglamento n° 1408/71 a 
partir del 1 de octubre de 1972: 

La institución del país de empleo y de 
sujeción a la Seguridad Social de los 
trabajadores por cuenta ajena (en este 
caso, Bélgica), ¿debe considerar el 
período de desempleo por el que se 
han percibido prestaciones en Francia, 
según lo dispuesto en el apartado 1 
del artículo 19 del Reglamento 
n° 36/63/CEE (aunque dicho período 
no se reconozca en este país como pe­
ríodo de seguro o asimilado o equiva­
lente), como un período de seguro, un 
período asimilado o un período equiva­
lente a efectos de los artículos 66 
(período de cotización) a 68 y 75 (de­
bido a la conservación de la condición 
de titular) de la Ley de 9 de agosto de 
1963 en materia de seguro de enferme­
dad-invalidez?» 

7. La resolución de remisión se registró en 
la Secretaría del Tribunal de Justicia el 5 de 
octubre de 1990. Conforme al artículo 20 
del Protocolo sobre el Estatuto del Tribunal 
de Justicia, presentaron observaciones escri­
tas el INAMI, parte coadyuvante en apoyo 
de las pretensiones de la parte apelante en el 
litigio principal, representado por Mcs A. 
Wattier y J. Saint-Ghislain, Abogados de 
Mons; el Sr. y la Sra. Faux, partes apeladas 
en el asunto principal, representados por 
Mcs Gaston Dramaix y José Chevalier, Abo­
gados de Mons, y la Comisión de las Co­
munidades Europeas, representada por el Sr. 
Dimitrios Gouloussis, miembro del Servicio 
Jurídico, en calidad de Agente. 

8. Visto el informe del Juez Ponente y oído 
el Abogado General, el Tribunal de Justicia 
decidió iniciar la fase oral sin previo recibi­
miento a prueba y, con arreglo a los aparta­
dos 1 y 2 del artículo 95 del Reglamento de 
Procedimiento, atribuir el asunto a la Sala 
Quinta. 

III. Resumen de las observaciones escritas 
presentadas ante el Tribunal de Justicia 

9. En lo relativo a la primera cuestión pre­
judicial, el INAMI alega que, para tener de­
recho a las prestaciones en metálico por in­
capacidad laboral, es preciso responder a la 
definición de trabajador fronterizo que da 
la letra c) del artículo 1 del Reglamento 
n° 36/63, es decir, residir en el territorio de 
un Estado miembro y estar empleado en el 
territorio de otro Estado miembro. Ahora 
bien, este último requisito no se cumple 
cuando el trabajador se halla en una situa­
ción de desempleo total. 

En apoyo de su planteamiento, el INAMI 
invoca la interpretación de los términos 
«estar empleado» de la disposición antes ci­
tada del Reglamento n° 3 efectuada por la 
Comisión Administrativa creada por el ar­
tículo 43 del Reglamento n° 3. 

Esta Comisión aclaró que la citada expre­
sión tenía un alcance muy amplio y que in­
cluía «a los trabajadores en desempleo par­
cial o accidental, beneficiarios del apartado 
2 del artículo 19 del Reglamento n° 36/63». 
Por consiguiente, a sensu contrario, el 
INAMI entiende que quedan excluidos los 
trabajadores que se encuentran en desem­
pleo total. 

Por lo que se refiere a la segunda cuestión 
prejudicial, el INAMI alega que la situación 
del trabajador fronterizo, en desempleo to­
tal, que, al 12 de octubre de 1971, estaba 
aquejado de una incapacidad laboral, no se 
halla contemplada por el artículo 6 del Re­
glamento n° 36/63, ya que este artículo no 
permite determinar, en este supuesto, a qué 
institución incumbe la carga de las presta­
ciones de enfermedad. 
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Por consiguiente, se hace preciso recurrir a 
las disposiciones de los Reglamentos n° 3 y 
n° 4, en virtud de lo dispuesto en el artículo 
3 del Reglamento n° 36/63. Con arreglo al 
artículo 17 del Reglamento n° 3, las presta­
ciones de enfermedad son por cuenta del 
Estado al que se desplaza el trabajador. En 
el presente asunto, por consiguiente, la 
carga de las citadas prestaciones recae sobre 
las autoridades francesas. 

En lo relativo a la invalidez que comenzó el 
12 de octubre de 1972, el INAMI pone de 
manifiesto que el régimen aplicable viene es­
tablecido en el Reglamento n° 1408/71, 
que entró en vigor el 1 de octubre de 1972. 
Con arreglo a su artículo 39, el Estado 
miembro cuya legislación fuera aplicable en 
el momento de sobrevenir la incapacidad 
para el trabajo soporta la carga de la invali­
dez. En el caso de autos del asunto princi­
pal, este Estado es también Francia. 

En lo relativo a la tercera cuestión prejudi­
cial, el INAMI afirma que tanto el 
Reglamento n° 3 como el Reglamento 
n° 1408/71 aclaran que la expresión «perío­
dos de seguro» designa aquellos períodos de 
cotización, de empleo o de actividad por 
cuenta propia, en la forma que se hallan de­
finidos o admitidos como períodos de se­
guro por la legislación bajo la cual se han 
cubierto, así como los períodos asimilados, 
en la medida en que sean reconocidos por 
esta legislación como equivalentes a los 
períodos de seguro. 

Este principio ha sido confirmado por el 
Tribunal de Justicia en repetidas ocasiones 
(sentencias de 5 de diciembre de 1967, We-
lchner, 14/67, Rec. p'. 428; de 6 de junio de 
1972, Murru, 2/72, Rec. p. 333, y de 7 de 
febrero de 1990, Velia, C-324/88, Rec. 
p. 1-257). 

Por consiguiente, y no obstante los términos 
del apartado 1 del artículo 19 del Regla­
mento n° 36/63, el período de desempleo 
cubierto por la interesada en Francia, y que 
la legislación francesa vigente en aquel mo­
mento no consideraba como período de se­
guro, no podía ser admitido como un perío­
do de seguro o asimilado o equivalente a un 
período de seguro en Bélgica. 

En lo relativo a la última cuestión prejudi­
cial, el INAMI comienza por recordar que, 
con arreglo al artículo 17 del Reglamento 
n° 3 y al artículo 39 del Reglamento 
n° 1408/71, correspondía a la institución 
francesa abonar las citadas prestaciones. 

Señala a continuación que, si bien la parte 
apelada en el litigio principal no tiene dere­
cho a las prestaciones de invalidez con arre­
glo a la legislación francesa, podría solicitar 
el derecho a las citadas prestaciones en Bél­
gica, con arreglo al apartado 3 del artículo 
39 del Reglamento n° 1408/71. 

Ahora bien, el INAMI aclara que esta úl­
tima disposición alude al artículo 38 del 
mismo Reglamento, relativo a la totaliza­
ción de los períodos de seguro que, como 
ya ha quedado expuesto, deben tenerse en 
cuenta con arreglo a la legislación bajo la 
cual se cubrieron los citados períodos. 

De ello deduce el INAMI que, en la medida 
en que un período de desempleo cubierto en 
Francia no ha sido reconocido como perío­
do de seguro con respecto a la legislación 
francesa, no puede asimilarse a un período 
de seguro válido para causar derecho a las 
prestaciones belgas. 
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10. El Sr. y la Sra. Faux señalan, en primer 
lugar, que la situación de la Sra. Desse se 
halla comprendida dentro de la libre circu­
lación de trabajadores y recuerdan que la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia ha 
declarado repetidamente a este respecto que 
los Reglamentos en materia de Seguridad 
Social deben interpretarse a la luz de los ob­
jetivos perseguidos por los artículos 48 a 51 
del Tratado. 

A este respecto, alegan que el Tribunal de 
Justicia ha precisado, de un lado, que la in­
terpretación de las disposiciones de los Re­
glamentos que consagran esta libertad debe 
ser amplia, mientras que los supuestos espe­
ciales y las excepciones a las citadas disposi­
ciones deben ser objeto de una interpreta­
ción restrictiva (sentencia de 12 de julio de 
1984, Patteri, 242/83, Rec. p. 3191), y, de 
otro, que la finalidad de los artículos 48 a 
51 del Tratado no se alcanzaría si, como 
consecuencia del ejercicio de su derecho a 
la libre circulación, los trabajadores perdie­
ran las ventajas de Seguridad Social que les 
otorga sólo la legislación de un Estado 
miembro (sentencia de 5 de julio de 1967, 
Colditz, 9/67, Rec. p. 298). 

De esto deducen el Sr. y la Sra. Faux que 
todo obstáculo, creado mediante disposicio­
nes de legislaciones nacionales en materia 
de Seguridad Social, debe ser excluido en 
beneficio del principio de la libre circulación 
de los trabajadores. 

En un plano más concreto, el Sr. y la Sra. 
Faux entienden que, mediante sus cuestiones 
prejudiciales, el órgano jurisdiccional nacio­
nal pretende saber, básicamente, de un lado, 
si la Sra. Desse podía conservar su cualidad 
de trabajadora fronteriza mientras percibía 
prestaciones de desempleo total por parte de 
Francia y, de otro, si el período de desem­
pleo constituye o no un período de seguro 
que debe tenerse en cuenta a la hora de re­
conocer los derechos a prestaciones en Bél­
gica, después de totalizar los períodos de se­
guro. 

Por lo que se refiere al primer punto, el Sr. 
y la Sra. Faux afirman que la Sra. Desse 
percibió las prestaciones de desempleo a 
partir del 5 de diciembre de 1970 y, des­
pués, del 24 de febrero de 1971 al 12 de oc­
tubre de este mismo año, y las prestaciones 
por incapacidad, entre el 1 y el 21 de fe­
brero de 1971, en todos los casos como tra­
bajadora fronteriza. Por consiguiente, la 
condición de fronterizo debe valorarse en el 
momento de causar el derecho, es decir, en 
el caso del procedimiento principal, el 4 de 
diciembre de 1970, cuando la interesada fue 
despedida. 

Tanto el Sr. como la Sra. Faux añaden que 
son los propios términos del apartado 1 del 
artículo 19 del Reglamento n° 36/63 los 
que contemplan la condición de trabajador 
fronterizo del trabajador en situación de de­
sempleo total. Por consiguiente, el alcance 
de este texto no puede quedar desvirtuado 
por una interpretación estricta de los térmi­
nos «ocupar un empleo» que se hallan en la 
letra c) del artículo 1 de este mismo Regla­
mento. A juicio del Sr. y la Sra. Faux, la ci­
tada interpretación supondría restringir, a 
nivel comunitario, un derecho que confiere 
al trabajador la legislación nacional, contra­
viniendo la interpretación de los Reglamen­
tos comunitarios dada por el Tribunal de 
Justicia a la luz del principio de la libre cir­
culación de los trabajadores. 

Por lo que se refiere al punto de si el perío­
do de desempleo total a cargo de Francia 
constituye o no un período de seguro que 
debe tenerse en cuenta para el nacimiento 
de los derechos a prestaciones en Bélgica, 
una vez totalizados los períodos de seguro, 
el Sr. y la Sra. Faux comienzan por criticar 
la interpretación propuesta por el INAMI, 
por cuanto la misma se fundamenta en los 
Reglamentos n° 3 y n° 4, siendo así que 
sólo las disposiciones especiales del Regla­
mento n° 36/63 son aplicables a los trabaja­
dores fronterizos. 
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Eļ Sr. y la Sra. Faux señalan, a continua­
ción, que, por el hecho de haberse visto 
obligada la Sra. Desse a inscribirse como so­
licitante de empleo en Francia, con arreglo 
al apartado 1 del artículo 19 del Regla­
mento n° 36/63, y de haber percibido pres­
taciones en especie en Francia, con arreglo 
al artículo 10 de este mismo Reglamento, el 
período de desempleo controlado en Francia 
debe asimilarse a un período de desempleo 
controlado en Bélgica, en el sentido del 
n° 3 del artículo 21 de la Ley belga de 9 de 
agosto de 1963. 

Finalmente, el Sr. y la Sra. Faux consideran 
que, si bien es cierto que la Sra. Desse no 
estaba sujeta a la Seguridad Social francesa, 
el nacimiento del derecho a las prestaciones 
de desempleo en Francia tiene, sin embargo, 
su origen en un Reglamento comunitario y 
no en esta sujeción. 

El Sr. y la Sra. Faux alegan que únicamente 
debe tenerse en cuenta la definición, en el 
sentido de la legislación francesa, del perío­
do de seguro o del período asimilado y que, 
con arreglo a esta legislación, el período de 
desempleo controlado está asimilado a un 
período de seguro. 

11. En lo relativo a la primera cuestión, la 
Comisión alega que el Tribunal de Justicia, 
al interpretar una disposición del Regla­
mento n° 1408/71 casi idéntica a la del 
apartado 1 del artículo 19 del Reglamento 
n° 36/63, declaró que un trabajador fronte­
rizo que se halle en situación de desempleo 
total puede únicamente solicitar prestaciones 
del Estado miembro en que reside (sentencia 
de 12 de junio de ,1986, Miethe, 1/85, Rec. 
p. 1837). Ajuicio de la Comisión, de ello se 
deduce que el apartado 1 del artículo 19 del 
Reglamento n° 36/63 no otorga a los tra­
bajadores fronterizos un derecho de opción 
entre la legislación del Estado miembro en 
que reside y la del Estado de empleo. 

Por consiguiente, debe considerarse que el 
trabajador fronterizo pierde esta condición, 
no por el hecho de encontrarse en situación 
de desempleo total, sino únicamente si rea­
nuda una actividad y, por este hecho, ya no 
reúne los requisitos establecidos por la letra 
c) del artículo 1 del Reglamento n° 36/63. 

La Comisión considera que, mediante su se­
gunda cuestión prejudicial, el órgano juris­
diccional remitente pretende saber, básica­
mente, si el trabajador fronterizo, que se 
halla en situación de desempleo total, puede 
solicitar las prestaciones por incapacidad la­
boral transitoria y, después, por invalidez, 
con arreglo al artículo 6 del Reglamento 
n° 36/63. 

Por lo que se refiere a las prestaciones por 
enfermedad, y, por consiguiente, por inca­
pacidad laboral transitoria, la Comisión 
pone de manifiesto que esta disposición 
prevé expresamente que deben ser abonadas 
por la institución competente del Estado 
miembro de empleo. 

Por lo que se refiere a las prestaciones de 
invalidez, señala que el nuevo apartado 5 
del artículo 39, introducido en el Regla­
mento n° 1408/71 por el Reglamento 
(CEE) n° 2793/81 del Consejo, de 17 de 
septiembre de 1981, por el que se modifica 
el Reglamento (CEE) n° 1408/71, relativo 
a la aplicación de los regímenes de Seguri­
dad Social a los trabajadores por cuenta 
ajena y a sus familias que se desplazan den­
tro de la Comunidad, y por el Reglamento 
(CEE) n° 574/72 del Consejo, de 21 de 
marzo de 1972, por el que se establecen las 
modalidades de aplicación del Reglamento 
(CEE) n° 1408/71 (DO L 275, p. 1; EE 
05/01, p. 156), pone estas prestaciones a 
cargo de la institución competente del Es­
tado miembro de residencia. No obstante, se­
ñala que esta disposición no es aplicable en 
el caso del litigio principal, puesto que entró 
en vigor después de transcurrido el período 
de incapacidad de la Sra. Desse. 
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Por consiguiente, procede referirse a los 
apartados 1 y 2 de este artículo, únicos apli­
cables en el presente asunto, para concluir 
afirmando que es la Institución competente 
del Estado en el que sobrevino la incapaci­
dad, en el presente caso, el de empleo, la 
que determina si el trabajador fronterizo 
reúne todos los requisitos para causar dere­
cho a las prestaciones de invalidez. 

La Comisión considera que la respuesta 
dada a las dos primeras cuestiones priva de 
objeto a las cuestiones prejudiciales tercera 
y cuarta. 

G.C. Rodríguez Iglesias 
Juez Ponente 
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